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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía 31 de Automotores,  contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, por medio del cual declaró la nulidad a partir de la resolución de acusación, inclusive, dentro del proceso que se adelanta por las conductas punibles de hurto calificado y agravado y falsedad marcaria, en contra del señor JHON JAIRO GIRALDO MARÍN.
2.- Precedentes

2.1.- Luego de agotarse la actividad investigativa en el proceso relacionado, el pasado diez (10) de junio del presente año, la Fiscalía 31 Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira calificó el mérito del sumario y profirió resolución de acusación en contra del señor JHON JAIRO GIRALDO GONZÁLEZ, como probable autor de las conductas punibles de Hurto calificado y agravado, en concurso con Falsedad marcaria.
2.2.- Al ser repartido el expediente al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, tal despacho procedió de manera oficiosa a declarar la nulidad de lo actuado, a partir inclusive de la resolución de acusación y en consecuencia, dispuso la devolución de las diligencias a la Fiscalía 31 de Automotores para que se corrigiera el yerro detectado. Para llegar a tal decisión, el señor Juez de primer nivel tuvo en cuenta que se acusó al señor JHON JAIRO GIRALDO GONZÁLEZ, a pesar de haberse adelantado la investigación en contra de JHON JAIRO GIRALDO MARÍN, último a quien se vinculara como persona ausente y se le resolviera situación jurídica. Encontró entonces que se presentaba una situación anfibológica pues no se sabía a quién se acusaba y no se tenía en claro la persona contra quien se formularon los cargos lanzados por la Fiscalía. Más aún cuando con posterioridad aparecía una resolución de sustanciación que aclaraba que el nombre completo de la persona contra quien se imprimía la acusación era JHON JAIRO GIRALDO MARÍN. Conceptuó que se generaba una seria irregularidad, una enorme duda, y grave e insalvable falencia sobre la verdadera identidad de la persona enjuiciada, con lo cual también se ponía en vilo el derecho de defensa.

2.3. Consideró el a-quo que se trataba entonces de una irregularidad que era insubsanable y que la forma correcta de solucionar el impasse era mediante una resolución antes de la ejecutoria del calificatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 309 inciso 2 del Código de Procedimiento Civil, norma a la cual se acudía en virtud del principio de integración y ante la falta de regulación concreta en este aspecto, en el Procedimiento Penal. En consecuencia, decretó la nulidad de la resolución de acusación y dispuso la remisión del proceso a la Fiscalía para que se enmendara la anomalía detectada.

2.4.- Inconforme con tal decisión la titular de la Fiscalía 31 Seccional interpuso y sustentó el recurso de apelación, escrito del cual se extrae como fundamento del disenso: El sindicado fue plenamente identificado como JHON JAIRO GIRALDO MARÍN desde el momento de su vinculación al proceso como persona ausente, de conformidad con el inciso final del artículo 344 del C. P. P.  La plena identidad no la dan los apellidos, es inherente a la cédula de ciudadanía y es inconfundible que JHON JAIRO GIRALDO GONZÁLEZ o JHON JAIRO GIRALDO MARÍN está plenamente identificado con la cédula de ciudadanía No. 18.514.497 cuya tarjeta de preparación obra en el expediente y no existe otra cédula con la misma numeración./ No se puede confundir nombres con identidad./ Se debe tener en cuenta el cupo numérico de la cédula de ciudadanía que determina la identidad de una persona y en caso de homonimia se deben tomar las medidas pertinentes para evitar confusiones de conformidad con la facultad consagrada en el artículo 1260/70./ El cambio del segundo apellido del sindicado fue un lapsus calami que puede ser corregido por el Juez en la sentencia o al momento de producirse el primer acto en la etapa del juicio, el procesado se encuentra debidamente identificado y no se trata de una irregularidad que afecte el debido proceso. Solicitó la revocatoria del auto apelado y que se ordenara continuar con la etapa del juicio.

3.-  MOTIVACIÓN

Una visión pormenorizada de lo actuado lleva al Tribunal a concluir que en efecto se ha presentado una omisión sustancial que hacía imperativa la declaración de la nulidad que se hizo en el Juzgado de primer nivel.

Es necesario traer a colación lo que se ha sostenido en innumerables pronunciamientos acerca de la estructura de la averiguación por una conducta punible, donde al principio puede reinar la incertidumbre pero a medida que se avanza y se deshilvana el meollo del asunto, se va progresando en el grado de convicción que se adquiere sobre la comisión del ilícito, la responsabilidad y la identidad del probable autor de la misma. Ello explica por ejemplo, que sean unas las exigencias que deban satisfacerse para ordenar la vinculación mediante indagatoria ora declaratoria de persona ausente -como aquí aconteció-, otras para resolver situación jurídica -en los delitos que lo ameritan-, otras para proferir resolución de acusación y otras para edificar una sentencia condenatoria.

Ello implica también, que a medida que se perfecciona la investigación, se deba prestar mayor atención y cuidado a factores tan trascendentales e importantes como la correcta individualización e identificación del sujeto pasivo de la acción punitiva del Estado, máxime en eventos como el que ahora nos ocupa, donde la información que se poseía sobre el vinculado era fragmentaria y adolecía de otros elementos auxiliares que permitieran sin lugar a dudas establecer la verdadera identidad de tal persona, tal como lo ha advertido la jurisprudencia: 

6. Luego, en materia penal, es errada la idea que suele tenerse según la cual identificación puede extraerse necesaria o exclusivamente de documentos oficiales que contengan los nombres, apellidos, lugar y fecha de nacimiento, etc., de una persona, puesto que la prueba documental no es el único medio, sino que existe libertad probatoria para reconocer si una persona es la misma que se supone o se busca.
7. Así las cosas, no es correcto interpretar los preceptos comentados, artículo 356 (emplazamiento para indagatoria) del Código de Procedimiento Penal, Decreto 2700 de 1991, y artículo 344 (declaratoria de persona ausente) del Código de Procedimiento Penal, Ley 600 de 2000, para crear un paralelismo o un antagonismo entre lo que se entiende por identificación de un ciudadano, y lo que se entiende por identidad física o individualización.

7.1 La identificación de alguna manera está asociada a la idea de documentos oficiales, pero trasciende a otros aspectos. Se enmarca en el campo de la antropología cultural y en la vida de relación. Alude a todos los datos que han sido asignados a una persona para su realización dentro de la sociedad, por razón de su origen, sea por el lugar de nacimiento o los que nacen en el núcleo familiar, como los que se refieren a sus nombres y apellidos, a sus vínculos de consanguinidad o afinidad; luego, a los documentos que lo identifican en los actos de su vida pública y privada y en los registros oficiales como son la cédula de ciudadanía, la libreta militar, un carné de vinculación al servicio público, los certificados sobre antecedentes penales, policivos, disciplinarios, etc. Es decir, la identificación comprende todos aquellos datos que otorgan a una persona un sitio jurídico dentro de la organización social.
7.2 En el marco de la normatividad procesal penal, la palabra individualización corresponde a la operación a través de la cual se especifica o determina a una persona, por sus rasgos particulares que permiten distinguirla de todas las demás. Alude a las personas como fenómeno natural, a las características personalísimas de un ser humano, que lo hacen único e inconfundible frente a todos los demás pertenecientes a su misma especie. En este sentido, la individualización es un concepto interesante a la antropología física, a la morfología.

Se ha afirmado de manera categórica por parte de la señora Fiscal recurrente, que el sindicado estaba debidamente identificado con la cédula y que además, no existía otro de esos documentos con la misma numeración. Tal aseveración, no es tan contundente como se pudiera pensar, en primer lugar, porque tal como se anunció, no era simplemente la cédula de ciudadanía de donde se podía establecer sin lugar a dudas la identidad, ya que en este evento particular faltaron los otros elementos que permitieran fijar sin lugar a dudas al posible autor de los ilícitos investigados; y en segundo término, porque la experiencia nos ha enseñado que en varias oportunidades -más de lo que normalmente una persona del común lo imaginaría- debido a los errores internos del sistema de asignación de cupos numéricos que se presentan en la Registraduría Nacional del Estado Civil, han aparecido dos o más personas con el mismo número de cédula, a pesar de expedirse en lugares diferentes de la geografía nacional, situación que una vez advertida ha obligado a tal entidad a tomar los correctivos del caso.

Lo anterior, permite colegir que como acertadamente lo definió el señor Juez de instancia, ante la duda sobre la verdadera identidad de la persona contra quien se formulara la acusación, el camino prudente y obligado era declarar la nulidad para que se subsanara el error presentado.

La premisa desde la cual partió esta providencia, está relacionada con la posibilidad de presentarse errores en el trámite de un proceso penal, circunstancia que a pesar del sumo cuidado que se ejerza, está presente en la actuación; sin embargo, se han establecido con suficiente antelación los mecanismos que se deben adoptar para subsanar las falencias que se detecten. Es un hecho cierto que una vez se advirtió en la Fiscalía el error en cuanto a la verdadera identidad de la persona que finalmente quedó sometida a la resolución de acusación, se emitió una providencia que intentó hacer la corrección pertinente; empero, al haber quedado ejecutoriada tal decisión, la Fiscalía había perdido competencia para tomar cualquiera determinación y, además, una corrección como la intentada debió realizarse de conformidad con la normativa procesal civil, como bien se precisó en el auto apelado.

Basten los anteriores planteamientos, para impartir la confirmación al interlocutorio que declaró la nulidad procesal a partir de la resolución de acusación, inclusive.

3.1. Sobre el impedimento planteado

Al haber manifestado el Dr. JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO estar impedido para conocer del presente trámite, por haber proferido el auto interlocutorio apelado, es claro el contenido del artículo 99 de la Ley 600 de 2000, al señalar como causal de impedimento en su numeral 6º: Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiera participado dentro del proceso..;  hipótesis legal que aquí se materializa y por tanto, se aceptará el impedimento planteado, con lo cual se separará al Dr. JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO del conocimiento del presente asunto.

4.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal,

RESUELVE

Primero: CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital que fuera apelado.

Segundo: ACEPTA el impedimento planteado por el señor Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO y en consecuencia, se le separa del conocimiento del presente asunto.
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                                     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala           
� Cfr. Fallo de casación del 13-02-2003 Rad. 11412 M. P. Dr. Edgar Lombana Trujillo 
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